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I. RESUMEN
1. El 17 de octubre de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Oscar Mauricio Cañete (en adelante el “peticionario” o la “presunta víctima”), en la cual alegó la responsabilidad de la República del Paraguay (“el Paraguay” o el “Estado”) por la destitución arbitraria de su cargo como funcionario de la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República donde trabajó por más de 20 años, alegadamente como represalia al ejercicio de sus funciones como Secretario General del Sindicato de Funcionarios Civiles del Gabinete Militar de la Presidencia de la República (en adelante “el Sindicato”).
2. El peticionario sostuvo que el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, además de solicitar su destitución, requirió la disolución del Sindicato y presentó una denuncia penal en su contra por la presunta comisión del delito de violación a la confidencialidad de palabra. Asimismo, sostuvo que había agotado los recursos de la jurisdicción interna.
3. Por su parte, el Estado solicitó a la Comisión que declarara inadmisible la petición, toda vez que el peticionario no agotó los recursos internos, además de que los hechos no caracterizaban violaciones a la Convención Americana.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención Americana”), la Comisión decide declarar la petición admisible a efecto del examen sobre la posible violación de los derechos de la presunta víctima consagrados en los artículos 8, 9, 16 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. La petición fue recibida por la CIDH el 17 de octubre de 2001 y le asignó el número P-725-01. El peticionario presentó información adicional con fechas 8 de noviembre de 2001, 13 de noviembre de 2001, 19 de noviembre de 2001, 10 de diciembre de 2001, 31 de enero de 2002, 7 de mayo de 2002, el 18 de diciembre de 2009 y el 21 de abril de 2010.
6. La CIDH transmitió al Estado la petición e información adicional el 2 de marzo de 2011. El 10 de mayo de 2011 el Estado solicitó a la Comisión una prórroga para presentar su respuesta la cual le fue concedida. La Comisión recibió el 1º de agosto de 2011 la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada al peticionario.
7. El peticionario presentó información adicional el 24 de abril de 2011, el 29 de mayo de 2011 y el 28 de agosto de 2011, y el Estado presentó información adicional el 11 de agosto de 2011 y el 15 de marzo de 2012. La información adicional y las observaciones presentadas fueron debidamente trasladadas a cada una de las partes.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
8. Conforme a la petición y los recursos promovidos en el ámbito interno, el peticionario alega que el 19 de noviembre de 2001 fue destituido arbitrariamente de sus funciones como funcionario de la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, donde trabajaba desde hace más de 20 años y que dicha destitución constituiría una represalia al ejercicio de sus funciones como Secretario General del Sindicato y por haber defendido a diversos funcionarios sindicalizados.
9. Señaló que el 9 de agosto de 2001, después de haber marcado su ficha de asistencia en el horario de 13:00 a 19:00 horas, le fue comunicado que su oficina (lugar de trabajo) había sido trasladada a la parte inferior del edificio por órdenes del Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República. Afirmó que cuando se constituyó en el lugar donde había sido trasladada su oficina corroboró que se trataba de una Oficina Administrativa de la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República y no la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, sin que hubiera mediado orden o sumario administrativo para trasladarlo de sección conforme al Manual de Organización, Funciones y Normas de Procedimiento del Gabinete Militar y sin que dicha sección administrativa figurara en dicho manual.
10. Indicó que el 13 y el 14 de agosto de 2001 le fue impedido el acceso a la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República conforme a las órdenes del Jefe del Gabinete Militar y afirmó que, pese a ello, marcó normalmente su entrada y salida con su tarjeta sin abandonar el cargo. Informó que con fecha 27 de agosto de 2001, el Jefe del Gabinete Militar instruyó un sumario por abandono de cargo, el cual fue resuelto por un juez que alegadamente era parte de la misma Presidencia y que fue presionado para la conclusión del dictamen final.
11. Argumentó que el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República y el Ministro de Justicia y Trabajo actuaron en perjuicio de su estabilidad laboral al emitir un decreto el 19 de noviembre de 2001 por el cual fue destituido, mismo que sostuvo fue fundamentado en un hecho falso, es decir, la supuesta ausencia por tres días consecutivos a su lugar de trabajo, lo cual sostiene le provocó un notorio perjuicio. Además, alegó que, dado que era miembro del Sindicato, para ser trasladado debía mediar aviso previo y dictamen de juez competente conforme a la legislación aplicable. Finalmente, sostuvo que, aún cuando hubiese incurrido en alguna irregularidad, a las supuestas faltas que habría cometido conforme al decreto del 19 de noviembre de 2001, es decir, las previstas en los incisos a) y b) del artículo 68 de la Ley No. 1626/2001, no le correspondía la sanción de destitución.
12. Alegó que su destitución estaba relacionada con sus funciones como Secretario General del Sindicato, toda vez que considera que el Jefe del Gabinete Militar se ha contrariado con él por haber hecho “frente a las injusticias y arbitrariedades en detrimento de mis compañeros de trabajo y las imputaciones inventadas por los superiores”, dentro de un marco de “sistemática persecución sindical por parte de las autoridades de la Presidencia de la República”. El peticionario alegó que diferentes autoridades, incluido el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República y el Ministro de Justicia y Trabajo, habían abusado de su autoridad y realizaron “un trabajo de persecución laboral” a su persona y a otros funcionarios pertenecientes al Sindicato, especialmente los más vulnerables.
13. En cuanto a las acciones en el ámbito interno, sostuvo haber promovido un juicio de nulidad en el que le fue concedida la suspensión del acto administrativo y la habilitación para regresar a su puesto de trabajo, y señaló que, pese a dicha resolución, fue comisionado a prestar servicios en la Secretaría de Medio Ambiente, órgano dependiente de la Presidencia de la República, y no sus funciones anteriores. Argumentó que la orden de reposición de la Primera Sala del Tribunal de Cuentas había sido obviada y no respetada por las autoridades competentes. Indicó que hasta el 24 de mayo de 2011 la Primera Sala del Tribunal de Cuentas le notificó a la presunta víctima que la acción de nulidad intentada era infundada, confirmando el Decreto No. 15.373 del 19 de noviembre de 2001 que lo destituyó. En este sentido, afirmó que contra dicha resolución interpuso recurso de apelación que se encuentra pendiente de resolución ante la Corte Suprema de Justicia.
14. Asimismo, el peticionario sostuvo que el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República lo había denunciado penalmente por supuestamente haber hecho pública a través de la radio una grabación de una conversación con el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, por la cual le fue seguida una causa penal por el delito de “violación a la confidencialidad de palabra”, la cual fue sobreseída con fecha 13 de abril de 2004.

15. Por otra parte, respecto al Sindicato, sostuvo que el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República solicitó el 22 de agosto de 2001 al Viceministro de Trabajo y de Seguridad Social la disolución del Sindicato, con base en documentos en los que supuestamente constaba la renuncia de 31 de sus integrantes, sin que el Sindicato tuviera constancia original de las supuestas renuncias. Asimismo, informó que el Ministro de Justicia y Trabajo inició un proceso de cancelación de personería del Sindicato ante un juzgado de trabajo. Informó que contra dicha solicitud, la presunta víctima, en su calidad de Secretario General del Sindicato, presentó un incidente de perención de la instancia, conforme al cual el Juzgado de Primera Instancia en lo Laboral del Primer Turno declaró la perención de la instancia el 8 de octubre de 2002 sin que hubiera sido disuelto el Sindicato.
16. Respecto a su jubilación, alegó que tuvo que retirarse de la función pública debido a las amenazas sufridas por parte de uno de los integrantes de la Primera Sala del Tribunal de Cuentas y sostuvo que si él hubiera continuado en sus funciones originales, estaría percibiendo una cantidad mucho mayor a la que actualmente recibe como pensión de jubilación como funcionario del Gabinete Militar de la Presidencia de la República.
17. Finalmente, argumentó que, dado que le fue impedido el ingreso al Gabinete Militar de la Presidencia de la República, no pudo estar presente en el cambio de autoridad del Sindicato, por lo que dicho acto era ilegal. Sostuvo que el Sindicato seguía funcionando pero que sus dirigentes estaban “atados de pies y manos por los militares”.

B. Posición del Estado
18. El Estado sostuvo que el Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, conforme al artículo 4º, incisos a), j) y k) del Decreto No. 7208 del 28 de septiembre de 1990, vigente al momento de los hechos, dispuso la reubicación de la oficina administrativa de la Ayudantía del Gabinete Militar de la Presidencia de la República, la cual estaba situada en el mismo espacio físico que la oficina del Ayudante General. Afirmó que dicha oficina, a su vez, se encontraba en la antesala del despacho del Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República. El Estado alegó que lo que molestó a la presunta víctima fue la reubicación de su oficina, negándose a acudir a la nueva ubicación bajo el argumento de que para ello era necesario haberse dictado una orden judicial.
19. El Estado indicó que, dado que no acudía a su nueva oficina, fue abierto un sumario administrativo contra la presunta víctima, el cual culminó con el Decreto del Poder Ejecutivo No. 15.373 del 19 de noviembre de 2001, mediante el cual fue destituido del cargo que ocupaba. El Estado afirmó que contra dicho decreto, la presunta víctima presentó un recurso de nulidad el cual conoció el la Primera Sala del Tribunal de Cuentas de Asunción competente en materia contencioso-adminisrativa.

20. Informó que dentro del marco del proceso contencioso administrativo, a la presunta víctima le fue concedida la suspensión de los efectos del Decreto No. 15.373 hasta que fuera resuelto lo relativo a la nulidad a través de un auto interlocutorio de fecha 28 de diciembre de 2001. Afirmó que conforme a la suspensión, la presunta víctima debía ser reincorporada en sus funciones, por lo que fue repuesta y ubicada en la Secretaría del Ambiente, dependiente de la Presidencia de la República. Al respecto, alegó que la presunta víctima nunca cuestionó ante las autoridades judiciales su incorporación con carácter de “comisión” a la Secretaría del Ambiente, por lo que se presumía su conformidad.
21. Asimismo, indicó que con fecha 28 de junio de 2010 el tribunal resolvió la acción contencioso-adminitrativa, confirmando el Decreto No. 15.373 y cesando los efectos del auto interlocutorio que concedió la suspensión. El Estado afirmó que la presunta víctima apeló dicha sentencia y que dicho recurso se encuentra pendiente de resolución ante la Corte Suprema de Justicia, Secretaría IV.

22. El Estado alegó que la presunta víctima tuvo a su disposición los recursos disponibles conforme al marco jurídico interno. Sostuvo que la presunta víctima nunca ejerció el recurso de queja con motivo del alegado retraso de la Primera Sala del Tribunal de Cuentas de Asunción en la resolución del juicio de nulidad. Asimismo, sostuvo que los recursos no habían sido agotados, dado que estaba pendiente de resolución la acción promovida por la presunta víctima ante la Corte Suprema de Justicia.
23. Respecto a la cancelación de personería del Sindicato, el Estado sostuvo que, dada la renuncia de diversos miembros, éste quedó prácticamente sin integrantes, por lo que el Jefe del Gabinete Militar solicitó al Ministerio de Justicia y Trabajo la cancelación de la personería del gremio. Afirmó que el Ministerio de Justicia y Trabajo promovió acción judicial y que el tribunal competente declaró la perención de la instancia mediante auto interlocutorio del 8 de octubre de 2002.
24. El Estado alegó que el Ministerio de Justicia y Trabajo reconoció y otorgó personería al Sindicato y sostuvo que, sólo ante un hecho objetivo, como lo fue la renuncia masiva de sus asociados, promovió acción judicial para cancelar su personería. Sostuvo que “la pretendida presentación de este caso como el de una persecución sindical no es más que un justificativo para lo que la Primera Sala del Tribunal de Cuentas de Asunción calificara como “insubordinación”. En este sentido, el Estado concluyó que nunca privó a la presunta víctima ni a ninguno de los demás funcionarios del Gabinete Militar de la Presidencia de la República de la posibilidad de asociarse libremente.
25. El Estado alegó que a raíz de la difusión de grabaciones de conversaciones del Jefe del Gabinete Militar de la Presidencia de la República se le siguió a la presunta víctima una causa penal por el delito de “violación de la confidencialidad de palabra”, la cual fue sobreseída de forma definitiva por auto interlocutorio del 13 de abril de 2004.
26. El Estado alegó que si bien el peticionario no había indicado cuáles artículos de la Convención Americana fueron violados, éste había argumentado presuntas violaciones a diversos derechos. Sostuvo que los hechos alegados no caracterizan violaciones a sus derechos a un trato humano (artículo 5), a la libertad personal (artículo 7), a la libertad de pensamiento y de expresión (artículo 13), a la rectificación o respuesta por información inexacta o agraviante (artículo 14), a la libertad de asociación (artículo 16) o a la igual protección de la ley (artículo 24).

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

27. El peticionario se encuentra legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. En la petición se señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado paraguayo ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Paraguay es un Estado parte de la Convención, habiendo depositado en debida forma su instrumento de ratificación el 24 de agosto de 1989. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
28. La Comisión posee competencia ratione loci para examinar la petición, ya que los presuntos derechos violados y protegidos por la Convención han ocurrido dentro del territorio de un Estado parte de la misma.  La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen posibles violaciones de derechos humanos protegidos por dichos instrumentos internacionales.
B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
29. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional y el artículo 31 de su Reglamento. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado y 31.1 de su Reglamento, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana y el artículo 31.2 del Reglamento de la Comisión prevén que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
30. Esta Comisión observa que tanto el Estado como el peticionario sostuvieron que la acción promovida por el peticionario aún se encontraba pendiente ante la Corte Suprema de Justicia, cuya Sala en lo Contencioso Administrativo había sorteado ministro preopinante el 16 de febrero de 2012. Asimismo, el Estado alegó que el peticionario no había presentado recurso de queja con motivo del retraso en el juicio de nulidad. Por su parte, el peticionario afirmó haber agotado todas las instancias y haber presentado a la Primera Sala del Tribunal de Cuentas diversos “ungimientos” a fin de que dictara resolución en el juicio de nulidad.
31. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte IDH”) han señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas, es decir, aquellos recursos idóneos para proteger la situación jurídica infringida, de forma que los recursos que no tengan dicho efecto o sean manifiestamente absurdos o irrazonables no hay que agotarlos
. Asimismo, la CIDH ha sostenido que el propósito del requisito del agotamiento de los recursos internos es asegurar que el Estado en cuestión esté informado de una supuesta violación de un derecho protegido y tenga la oportunidad de resolver esas controversias dentro de su propio marco legal antes de que estos problemas sean presentados ante una entidad internacional
. Para la CIDH “si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida”
.
32. La Comisión observa que la presunta víctima habría promovido una demanda de nulidad contra el Decreto No. 15.373 del 19 de noviembre de 2001 por el cual fue destituido, la cual habría sido resuelta de forma desfavorable por sentencia del 28 de junio de 2010 de la Primera Sala del Tribunal de Cuentas. También la CIDH nota que la presunta víctima habría interpuesto un recurso de apelación contra dicha sentencia, sin que conforme a las constancias que obran en el expediente de la Comisión conste que la Sala en lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia hubiese emitido resolución a la fecha.
33. Dado que han pasado más de 10 años desde que la presunta víctima habría presentado la demanda de nulidad contra el Decreto No. 15.373 del 19 de noviembre de 2001, toda vez que, conforme a las actuaciones en el expediente a la fecha no ha quedado firme la sentencia del 28 e junio de 2010 de la Primera Sala del Tribunal de Cuentas y en vista de que conforme a las constancias en el expediente y los alegatos de las partes la demora pareciera ser atribuible al Estado, la Comisión considera que es aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2 c) de la Convención Americana.
34. Cabe aclarar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención Americana. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de la Convención Americana
. Lo anterior es aplicable también al artículo 31.2 del Reglamento de la Comisión.
35. Finalmente, respecto al procedimiento de cancelación de personería del Sindicato y al proceso penal seguido en contra de la presunta víctima por el delito de violación a la confidencialidad de palabra, la CIDH observa que los tribunales competentes habrían dictado sentencias de fechas 8 de octubre de 2002 y 13 de abril de 2004 que respectivamente pusieron fin a éstos, por lo que ésta considera agotados los recursos internos.

2.
Plazo de presentación de la petición

36. El artículo 46.1 b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2 c) de la Convención Americana y el artículo 31.2 c) del Reglamento de la Comisión. Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.
37. Respecto al juicio de nulidad iniciado por el peticionario, la CIDH observa que la demanda de nulidad habría sido presentada de forma posterior al 17 de octubre de 2001 en que fue presentada la petición ante la Comisión; que respecto a dicho juicio el tribunal competente habría dictado sentencia hasta el 28 de junio de 2010 y que los recursos presentados posteriormente no habrían sido resueltos por las autoridades competentes después de más de 10 años de haberse presentado la demanda inicial, por lo que la CIDH considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.

38. Respecto al procedimiento de cancelación de personería del Sindicato y al proceso penal seguido en contra de la presunta víctima por el delito de violación a la confidencialidad de palabra, la Comisión observa que éstos se encontraban en trámite hasta que fueron resueltos de forma posterior a la fecha de presentación de la petición, por lo que considera que éstos fueron presentados en cumplimiento del artículo 46.1 b) de la Convención Americana
.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

39. Pese a que el peticionario hizo referencia a haber contactado a diferentes organismos internacionales como la Organización Internacional del Trabajo y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el expediente no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional. Asimismo, observa que la petición no ha sido previamente decidida por la Comisión. Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.c y en el artículo 47.d de la Convención Americana.
4.
Caracterización de los hechos alegados

40. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo previsto en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o es “evidente su total improcedencia”, conforme al inciso c) de dicho artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención Americana, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.
41. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales.
42. Respecto al alegado traslado arbitrario de la oficina, alegado despido injustificado y alegada comisión en funciones diversas a las prestadas originalmente en contravención a sus derechos laborales y sindicales conforme a la legislación interna, la Comisión considera que podrían caracterizarse violaciones a los artículos 8 y 25 en relación con las obligaciones contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana. También la Comisión considera que podrían caracterizarse violaciones a los artículos 8 y 25 en relación con el artículo 1.1 de la Convención America, debido al alegado retardo injustificado en el juicio de nulidad y otras posibles violaciones al debido proceso.
43. Asimismo, dado que el peticionario alegó que la sanción de destitución que le fue impuesta no correspondía a los supuestos de hecho de las normas que supuestamente incumplió, la Comisión considera que podría caracterizarse la violación al artículo 9 en relación con las obligaciones contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana, en virtud de que dicha disposición contiene el principio de legalidad en materia sancionataria penal o administrativa conforme al cual no se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito o infracción administrativa.
44. La Comisión considera que, dado que la presunta víctima alegó que fue destituida como represalia a sus funciones como Secretario General del Sindicato, podrían caracterizarse también violaciones al artículo 16 en relación con las obligaciones contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Americana
.
45. Finalmente, respecto al procedimiento de cancelación de personería del Sindicato y la causa penal seguida en contra de la presunta víctima por el delito de violación a la confidencialidad de palabra, al no existir suficientes elementos que permitan concluir que la actuación de las respectivas autoridades podrían caracterizar alguna violación a la Convención Americana, la Comisión concluye declarar inadmisible la petición respecto a estos alegatos, sin perjuicio de que algunos de los hechos alegados puedan considerarse para contextualizar las violaciones alegadas.
V.
CONCLUSIONES

46. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados en el presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar admisible el caso de autos en relación con las violaciones que se alegan, de los derechos reconocidos en los artículos 8, 9, 16 y 25, con relación al 1.1 de la Convención Americana;

2. Notificar la presente decisión a las partes;
3. Proseguir el análisis del fondo del asunto;

4. Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de marzo de 2013.  A favor: José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Rose Marie Belle Antoine, Dinah Shelton y Rodrigo Escobar Gil (en disidencia).

� La Comisionada Rosa María Ortiz, de nacionalidad paraguaya, no participó en las deliberaciones ni en la decisión de la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 (2) (a) del Reglamento de la Comisión.


� Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrs. 63 y 64. CIDH, Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 28.


� CIDH, Informe No. 18/12, Petición 161-06, Admisibilidad, Adolescentes condenados a cadena perpetua sin libertad condicional, Estados Unidos, 20 de marzo de 2012, párr. 46.


� CIDH, Informe No. 18/12, Petición 161-06, Admisibilidad, Adolescentes condenados a cadena perpetua sin libertad condicional, Estados Unidos, 20 de marzo de 2012, párr. 46.


� CIDH, Informe No. 13/09, Petición 339-02, Admisibilidad, Vinicio Poblete Vilches, Chile, 19 de marzo de 2009, párr. 54.


� CIDH, Informe No. 62/12, Petición 1471-05, Admisibilidad, Yenina Esther Martínez Esquivia, Colombia, 20 de marzo de 2012, párr. 42.


� Véase CIDH, Informe No. 3/11, Petición 491-98, Admisibilidad, Néstor Rolando López y otros, Argentina, 5 de enero de 2011, párr. 37.


� La Comisión observa que conforme a la sentencia del 28 de junio de 2010, el peticionario alegó en el ámbito interno que su destitución obedecía a una “sistemática persecución sindical por parte de las autoridades de la Presidencia de la República, por el sólo hecho de pertenecer al Sindicato”.
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